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Asunto: Criterios jurisprudenciales relevantes en las publicaciones del Semanario 

Judicial de la Federación correspondientes al mes de octubre de 2014. 
 
En los ejemplares del Semanario Judicial de la Federación correspondientes al mes de octubre de 
20141, se publicaron los siguientes criterios jurisprudenciales relevantes para la Unidad de 
Evaluación y Control: 
INICIO 

FISCALIZACIÓN SUPERIOR, PRESUPUESTO Y DEUDA PÚBLICA. 

No se ubicaron publicaciones en estas materias 

 
 

RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS, TRANSPARENCIA Y RENDICIÓN DE CUENTAS 

TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO 

SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL AMPARO INDIRECTO. ES IMPROCEDENTE CONCEDERLA CUANDO ES 
SOLICITADA POR UN DIPUTADO LOCAL, CONTRA LOS ACTOS DE LA LEGISLATURA DEL ESTADO DE NUEVO 
LEÓN Y SUS CONSECUENCIAS POSITIVAS, RELACIONADOS CON LA SUSTITUCIÓN, REMOCIÓN, CAMBIO, 
DESIGNACIÓN O MOVIMIENTO DENTRO DE SUS ÓRGANOS DE DIRECCIÓN Y DE TRABAJO Y, EN GENERAL, 
TODOS AQUELLOS RELATIVOS AL FUNCIONAMIENTO INTERNO DE AQUÉLLA. 

TRABAJADORES DE CONFIANZA. REFERENTES NORMATIVOS PARA IDENTIFICAR QUIÉNES TIENEN ESE 
CARÁCTER (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE QUINTANA ROO). 

TRABAJADORES DE CONFIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO. SI PERTENECEN AL SERVICIO PROFESIONAL DE 
CARRERA Y SON SEPARADOS DE SU CARGO SIN SEGUIR EL PROCEDIMIENTO ESTABLECIDO EN LA LEY 
RELATIVA, DEBEN SER REIVINDICADOS EN SUS DERECHOS. 

 
 

ASUNTOS DEL H. CONGRESO DE LA UNIÓN 

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 

CONSULTA POPULAR. LOS CIUDADANOS QUE LA SOLICITEN, CARECEN DE LEGITIMACIÓN PARA 
REQUERIR DIRECTAMENTE A LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN QUE SE PRONUNCIE SOBRE 
LA CONSTITUCIONALIDAD DE LA MATERIA DE AQUÉLLA. 

 
 

CRITERIOS RELEVANTES PARA EL TRABAJO JURÍDICO DE LA UEC 

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. LA VÍA SUMARIA CONTRA LAS RESOLUCIONES 
DEFINITIVAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 58-2 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO, NO ES OPTATIVA PARA EL PARTICULAR. 

PLENOS DE CIRCUITO 

                                                           
1 Los Semanarios se publicaron los días 3, 10, 17, 24 y 31 de octubre de 2014. 
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DISPENSA DE TRÁMITES LEGISLATIVOS POR URGENCIA. LA INDEBIDA MOTIVACIÓN DE LA APROBADA EN 
LA SESIÓN QUE ORIGINÓ AL DECRETO No. 169 DE REFORMAS Y ADICIONES A LA LEY DE HACIENDA DEL 
ESTADO DE BAJA CALIFORNIA, QUE ESTABLECE EL IMPUESTO ESTATAL A LA VENTA FINAL DE BEBIDAS 
CON CONTENIDO ALCOHÓLICO, PRODUCE UNA VIOLACIÓN AL PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO QUE 
PROVOCA SU INVALIDEZ, AL TRASTOCAR LOS PRINCIPIOS DEMOCRÁTICOS. 

LEGITIMACIÓN EN EL AMPARO INDIRECTO. LA TIENE EL GOBERNADO PARA RECLAMAR POR ESTA VÍA 
VIOLACIONES AL PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO QUE DIO ORIGEN A UNA NORMA DE CARÁCTER 
GENERAL. 

TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO 

VIOLACIÓN FORMAL A LAS NORMAS DEL PROCESO LEGISLATIVO. SE ACTUALIZA Y TRASCIENDE 
FUNDAMENTALMENTE A LAS DISPOSICIONES APROBADAS, CUANDO SE DISPENSA DE PRIMERA Y 
SEGUNDA LECTURAS EL DICTAMEN DE COMISIONES BAJO EL ARGUMENTO DE QUE ES DE NOTORIA 
URGENCIA, SIN QUE SE MOTIVE ESA CIRCUNSTANCIA, Y NO SE LLEVA A CABO UNA SEGUNDA SESIÓN 
DESPUÉS DE HABERSE PRESENTADO EL DICTAMEN REFERIDO AL PLENO DEL CONGRESO (LEGISLACIÓN 
DEL ESTADO DE SONORA). 

DERECHOS HUMANOS. OBLIGACIÓN DE RESPETARLOS EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 1o., PÁRRAFO 
TERCERO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.  

AMPARO ADHESIVO. A TRAVÉS DE ÉSTE EXISTE UNA OPORTUNIDAD REAL DE IMPUGNAR CIERTAS 
CONSIDERACIONES QUE NO TRASCIENDEN AL RESULTADO DEL FALLO, PERO QUE DE CONCEDER EL 
AMPARO AL QUEJOSO PUDIERAN MATERIALIZARSE EN UN EFECTO PERJUDICIAL PARA EL ADHERENTE, 
POR LO QUE CON SU PROMOCIÓN SE FAVORECE LA CONCENTRACIÓN DE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS EN 
UN SOLO FALLO. 
 

AMPARO DIRECTO. PROCEDE ESTUDIAR LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN PROCESALES, FORMALES O DE 
FONDO, AUN CUANDO LA RESOLUCIÓN QUE CONSTITUYE EL ACTO RECLAMADO CAREZCA DE LA 
MENCIÓN EXPRESA DEL NOMBRE Y APELLIDOS DE ALGUNO DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS QUE LA 
FIRMARON. 
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INICIO 
 
Tesis: IV.2o.A.98 A 
(10a.)  

Semanario Judicial de la Federación  Décima Época  2007847        1 de 6  

Tribunales Colegiados 
de Circuito  

Publicación: viernes 31 de octubre de 2014 
11:05 h  

 
Tesis Aislada 
(Común)  

 

SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL AMPARO INDIRECTO. ES IMPROCEDENTE 
CONCEDERLA CUANDO ES SOLICITADA POR UN DIPUTADO LOCAL, CONTRA 
LOS ACTOS DE LA LEGISLATURA DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN Y SUS 
CONSECUENCIAS POSITIVAS, RELACIONADOS CON LA SUSTITUCIÓN, 
REMOCIÓN, CAMBIO, DESIGNACIÓN O MOVIMIENTO DENTRO DE SUS 
ÓRGANOS DE DIRECCIÓN Y DE TRABAJO Y, EN GENERAL, TODOS AQUELLOS 
RELATIVOS AL FUNCIONAMIENTO INTERNO DE AQUÉLLA. 
 
El artículo 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos regula la forma que las 
entidades federativas deben adoptar para su régimen interior de gobierno y, particularmente, 
tratándose del Poder Legislativo, señala que las Legislaturas Locales deben integrarse por un 
número de diputados que sea proporcional al de habitantes del Estado; precisa la forma en que 
aquéllos serán electos; dispone que les corresponde la aprobación anual del presupuesto de 
egresos; que contarán con un órgano de fiscalización y que regularán los términos para que los 
ciudadanos puedan presentar iniciativas de ley ante el propio Congreso; sin embargo, no contiene 
disposición expresa sobre la organización interna de las Legislaturas Locales en cuanto a los órganos 
de dirección y de trabajo con que cuenten, como la mesa directiva y las comisiones de dictamen 
legislativo, ni a la manera en que se integren o cómo deben elegirse sus miembros, su función 
particularizada y, en general, su desarrollo funcional dentro de esos órganos, por lo que no consagra 
principios constitucionales regulatorios respecto de tal organización de funcionamiento interno ni 
por lo que hace a las decisiones que atañen a esos aspectos administrativos; de ahí que, en esos 
aspectos, cada legislatura, en ejercicio de su soberanía reflejada por la votación mayoritaria de sus 
integrantes, y traducida en los términos de las disposiciones correspondientes, tiene plena libertad 
de actuación. Por consiguiente, es improcedente conceder la suspensión provisional en el amparo 
indirecto cuando es solicitada por un diputado local, contra los actos de la Legislatura del Estado de 
Nuevo León y sus consecuencias positivas, relacionados con la sustitución, remoción, cambio, 
designación o movimiento dentro de sus órganos de dirección y de trabajo y, en general, todos 
aquellos relativos al funcionamiento interno de aquélla, al no reunirse los requisitos establecidos en 
los artículos 128 y 147 de la Ley de Amparo, pues precisamente por la naturaleza de esos actos se 
actualiza una imposibilidad jurídica, consistente en que no resulta constitucional ni jurídicamente 
válida la intromisión del Poder Judicial de la Federación, por conducto de la suspensión en el 
amparo, en ese tipo de decisiones soberanas que competen solamente al órgano en cuestión y en 
relación directa con sus integrantes; aunado a que tales actos serán susceptibles de trascender a la 
esfera jurídica de los propios diputados, únicamente de forma intrínseca y con entera especificidad 
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al ejercicio del cargo público que ostentan, pero en un ámbito meramente administrativo y no en 
vinculación directa con los derechos fundamentales y sus garantías de que son titulares como 
personas sujetas al imperio de la ley, que pudieran traer consecuencias negativas de carácter 
irreparable en esas prerrogativas, por lo que no se evidencia afectación alguna, aun a título 
indiciario, a derechos sustantivos inherentes a la condición humana del quejoso como un sujeto 
sometido a la potestad del Estado, ni su consiguiente irreparabilidad. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 
 
Queja 190/2014. José Adrián González Navarro. 25 de agosto de 2014. Unanimidad de votos. 
Ponente: José Carlos Rodríguez Navarro. Secretario: Eucario Adame Pérez.  
 
Tesis: PC.XV. J/5 A 
(10a.)  

Semanario Judicial de la Federación  Décima Época  2007742        2 de 3  

Plenos de Circuito  
Publicación: viernes 24 de octubre de 2014 
09:35 h  

 
Jurisprudencia 
(Constitucional)  

 

DISPENSA DE TRÁMITES LEGISLATIVOS POR URGENCIA. LA INDEBIDA 
MOTIVACIÓN DE LA APROBADA EN LA SESIÓN QUE ORIGINÓ AL DECRETO 
No. 169 DE REFORMAS Y ADICIONES A LA LEY DE HACIENDA DEL ESTADO 
DE BAJA CALIFORNIA, QUE ESTABLECE EL IMPUESTO ESTATAL A LA VENTA 
FINAL DE BEBIDAS CON CONTENIDO ALCOHÓLICO, PRODUCE UNA 
VIOLACIÓN AL PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO QUE PROVOCA SU 
INVALIDEZ, AL TRASTOCAR LOS PRINCIPIOS DEMOCRÁTICOS. 
 
La dispensa del trámite legislativo a que se refiere el artículo 18, fracción VII, de la Ley Orgánica del 
Poder Legislativo del Estado de Baja California, relativa a la entrega de los dictámenes a los 
diputados 3 días antes de su discusión, aprobada "por causa de urgencia" dentro del procedimiento 
que dio origen a la aprobación del referido decreto, genera una violación al procedimiento 
legislativo que trasciende de manera fundamental a la norma y provoca su invalidez, al trastocar los 
principios democráticos, toda vez que los diputados no tuvieron tiempo para conocer y estudiar un 
dictamen entregado el mismo día en que se votó, no obstante que se le haya dado lectura en sesión, 
ya que una sola lectura no otorga la oportunidad de asimilar y entender el contenido y los alcances 
del dictamen para estar en condiciones de discutirlo mediante la generación de un verdadero 
debate, en términos de los artículos 125 a 133 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado, 
pues no es razonable el tiempo empleado para tal efecto, en tanto que inmediatamente después 
de la lectura del dictamen correspondiente se pasó a su votación, siendo que las reglas del proceso 
legislativo deben garantizar un conocimiento cierto, completo y adecuado de las iniciativas que 
permita a los legisladores actuar con responsabilidad. 
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PLENO DEL DECIMOQUINTO CIRCUITO. 
 
Contradicción de tesis 8/2013. Entre las sustentadas por el Quinto Tribunal Colegiado de Circuito 
del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en La Paz, Baja California Sur, en auxilio del 
Primer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, y el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del 
Centro Auxiliar de la Tercera Región, con residencia en Guadalajara, Jalisco, en auxilio del Quinto 
Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito. 25 de agosto de 2014. Unanimidad de cinco votos 
de los Magistrados Isabel Iliana Reyes Muñiz, Julio Ramos Salas, Gerardo Manuel Villar Castillo, 
Salvador Tapia García y José Guadalupe Hernández Torres. Ponente: Gerardo Manuel Villar Castillo. 
Secretaria: Xiomara Larios Velázquez.  
Tesis y/o criterios contendientes:  
El sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, 
con residencia en la Paz, Baja California Sur, al resolver el amparo en revisión 10/2013 (cuaderno 
auxiliar 134/2013), y el diverso sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro 
Auxiliar de la Tercera Región, con residencia en Guadalajara, Jalisco, al resolver el amparo en 
revisión 30/2013 (cuaderno auxiliar 229/2013).  
 
Tesis: (IV Región)2o. 
J/4 (10a.)  

Semanario Judicial de la Federación  Décima Época  2007685        7 de 10  

Tribunales Colegiados 
de Circuito  

Publicación: viernes 17 de octubre de 2014 
12:30 h  

 
Jurisprudencia 
(Común)  

 

LEGITIMACIÓN EN EL AMPARO INDIRECTO. LA TIENE EL GOBERNADO 
PARA RECLAMAR POR ESTA VÍA VIOLACIONES AL PROCEDIMIENTO 
LEGISLATIVO QUE DIO ORIGEN A UNA NORMA DE CARÁCTER GENERAL. 
 
El derecho humano a la seguridad jurídica implica que toda persona tenga certeza de que las leyes 
que la rigen sean resultado de un procedimiento legislativo válido, esto es, aquel en el que se 
respeten los principios y formalidades previstos en los ordenamientos que lo regulan, dado que la 
observancia de esos requisitos es fundamento de un Estado democrático. Por tanto, cuando en el 
procedimiento legislativo se transgredan esos principios y formalidades, por ejemplo, el de la 
democracia deliberativa, y ante la incertidumbre de ser objeto de leyes arbitrarias, el destinatario 
de la norma tiene legitimación para formular, en amparo indirecto, conceptos de violación contra 
esas irregularidades, los que, de ser procedente, deberán ser suplidos en su deficiencia o ausencia 
por la autoridad que conozca del juicio. Ello, porque a través del juicio de amparo no se tutela el 
derecho de los legisladores a participar en el proceso de creación o modificación de las leyes, sino 
el derecho de los gobernados, como sus destinatarios, de ser regidos por normas generales 
constitucionalmente válidas. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA CUARTA REGIÓN. 
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Amparo en revisión 254/2013 (cuaderno auxiliar 136/2014) del índice del Primer Tribunal Colegiado 
en Materia de Trabajo del Sexto Circuito, con apoyo del Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del 
Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz. Congreso del Estado Libre 
y Soberano de Tlaxcala y otros. 6 de mayo de 2014. Unanimidad de votos, con voto concurrente del 
Magistrado Adrián Avendaño Constantino. Ponente: María Elena Suárez Préstamo. Secretario: 
Antonio Erazo Bernal.  
Amparo en revisión 226/2013 (cuaderno auxiliar 109/2014) del índice del Primer Tribunal Colegiado 
en Materia de Trabajo del Sexto Circuito, con apoyo del Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del 
Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz. Congreso del Estado Libre 
y Soberano de Tlaxcala y otros. 15 de mayo de 2014. Unanimidad de votos, con voto concurrente 
del Magistrado Adrián Avendaño Constantino. Ponente: María Elena Suárez Préstamo. Secretario: 
Antonio Erazo Bernal.  
Amparo en revisión 289/2013 (cuaderno auxiliar 169/2014) del índice del Primer Tribunal Colegiado 
en Materia de Trabajo del Sexto Circuito, con apoyo del Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del 
Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz. Congreso del Estado Libre 
y Soberano de Tlaxcala y otros. 15 de mayo de 2014. Unanimidad de votos, con voto concurrente 
del Magistrado Adrián Avendaño Constantino. Ponente: María Elena Suárez Préstamo. Secretario: 
Antonio Erazo Bernal.  
Amparo en revisión 298/2013 (cuaderno auxiliar 178/2014) del índice del Primer Tribunal Colegiado 
en Materia de Trabajo del Sexto Circuito, con apoyo del Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del 
Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz. Congreso del Estado Libre 
y Soberano de Tlaxcala y otros. 15 de mayo de 2014. Unanimidad de votos, con voto concurrente 
del Magistrado Adrián Avendaño Constantino. Ponente: María Elena Suárez Préstamo. Secretario: 
Antonio Erazo Bernal.  
Amparo en revisión 707/2013 (cuaderno auxiliar 369/2014) del índice del Primer Tribunal Colegiado 
en Materia de Trabajo del Sexto Circuito, con apoyo del Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del 
Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz. 29 de mayo de 2014. 
Unanimidad de votos, con voto concurrente del Magistrado Adrián Avendaño Constantino. 
Ponente: María Elena Suárez Préstamo. Secretario: Antonio Erazo Bernal.  
Nota: La parte conducente de la ejecutoria relativa al amparo en revisión 707/2013 (cuaderno 
auxiliar 369/2014), aparece publicada el viernes 26 de septiembre de 2014 a las 9:45 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 10, Tomo III, septiembre de 2014, página 2113. 
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Tesis: 2a./J. 100/2014 
(10a.)  

Semanario Judicial de la Federación  Décima Época  2007677        11 de 22  

Segunda Sala  
Publicación: viernes 17 de octubre de 2014 
12:30 h  

 
Jurisprudencia 
(Administrativa)  

 

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. LA VÍA SUMARIA 
CONTRA LAS RESOLUCIONES DEFINITIVAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 58-
2 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO, NO ES OPTATIVA PARA EL PARTICULAR. 
 
Del proceso legislativo que dio origen al precepto citado, que prevé el juicio contencioso en la vía 
sumaria, deriva que ésta no es optativa, porque se creó de manera obligatoria y conlleva la brevedad 
en los plazos para la sustanciación del procedimiento en todas sus etapas, simplificándolo en 
asuntos de menor cuantía, así como en los casos en que el criterio ya ha sido definido por la 
jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o de la Sala Superior del Tribunal Federal 
de Justicia Fiscal y Administrativa. También se adicionaron a la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo un Título II y un Capítulo XI, denominado "Del juicio en la vía sumaria", 
que comprende los artículos 58-1 a 58-15, y se determinó que en lo no previsto se aplicarán las 
demás disposiciones de la propia ley, sin que con ello se menoscabe el derecho de justicia completa, 
pues la implementación de esta vía prevé que el gobernado acuda ante el tribunal a deducir sus 
derechos mediante un procedimiento en el que se cumplan las formalidades esenciales y culmine 
con el dictado de una resolución. Además, esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación ha resuelto que el derecho a la tutela judicial y a la administración de justicia no implica que 
el particular pueda escoger el procedimiento jurisdiccional en el que se sustanciarán las instancias 
que ejerza, ya que puede ejercer su derecho a la tutela judicial y a la administración de justicia, 
impulsando un procedimiento jurisdiccional, pero sólo el que la ley del acto que impugna determine, 
pues no podrá elegir a su arbitrio la instancia en la que debe debatir su pretensión, toda vez que la 
prosecución de un juicio en los términos señalados por la ley es una cuestión de orden público, cuyo 
trámite está contenido en la ley, a fin de garantizar su legalidad. Aceptar que el particular puede 
escoger la instancia legal a través de la cual cuestionar la actuación de la autoridad, implicaría la 
posibilidad de optar por lo más conveniente a sus intereses, en cuanto a plazos y condiciones para 
someter al órgano jurisdiccional su pretensión, lo que llevaría a un desorden procesal y, por tanto, 
a la inseguridad jurídica. 
 
 
SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 195/2014. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Noveno y 
Cuarto, ambos en Materia Administrativa del Primer Circuito y Tercero en Materia Administrativa 
del Segundo Circuito. 27 de agosto de 2014. Mayoría de tres votos de los Ministros Sergio A. Valls 
Hernández, Alberto Pérez Dayán y José Fernando Franco González Salas. Disidentes: Margarita 
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Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Secretaria: Hilda Marcela Arceo Zarza.  
Tesis y/o criterios contendientes:  
Tesis I.9o.A.40 A (10a.), de rubro: "JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. LA VÍA 
SUMARIA CONTRA LAS RESOLUCIONES DEFINITIVAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 58-2 DE LA LEY 
FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, NO ES OPTATIVA.", aprobada por 
el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito y publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXIV, Tomo 3, septiembre de 
2013, página 2597, el sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito, al resolver el amparo directo 410/2013 y el diverso sustentado por el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, al resolver el amparo directo 25/2014.  
Tesis de jurisprudencia 100/2014 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del diez de septiembre de dos mil catorce.  
 
Tesis: (V Región)5o. 
J/7 (10a.)  
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Jurisprudencia 
(Constitucional)  

 

VIOLACIÓN FORMAL A LAS NORMAS DEL PROCESO LEGISLATIVO. SE 
ACTUALIZA Y TRASCIENDE FUNDAMENTALMENTE A LAS DISPOSICIONES 
APROBADAS, CUANDO SE DISPENSA DE PRIMERA Y SEGUNDA LECTURAS EL 
DICTAMEN DE COMISIONES BAJO EL ARGUMENTO DE QUE ES DE NOTORIA 
URGENCIA, SIN QUE SE MOTIVE ESA CIRCUNSTANCIA, Y NO SE LLEVA A 
CABO UNA SEGUNDA SESIÓN DESPUÉS DE HABERSE PRESENTADO EL 
DICTAMEN REFERIDO AL PLENO DEL CONGRESO (LEGISLACIÓN DEL 
ESTADO DE SONORA). 
 
Cuando en el proceso legislativo, el Congreso del Estado de Sonora, por ejemplo, en el que culminó 
con el Decreto Número 19 que reforma, deroga y adiciona diversos artículos de la Ley de Hacienda 
y del Código Fiscal de dicha entidad federativa, publicado en el Boletín Oficial Número 53 el 31 de 
diciembre de 2012, se dispensa de primera y segunda lecturas el dictamen de comisiones bajo el 
argumento de que es de notoria urgencia, sin que se motive esa circunstancia, y no se lleva a cabo 
una segunda sesión después de haberse presentado el dictamen referido al pleno del Congreso, se 
actualiza una violación formal a las normas de dicho proceso, concretamente a los artículos 55 de la 
Constitución Política y 126 a 128 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo locales, que trasciende 
fundamentalmente a las disposiciones aprobadas, porque la falta de cumplimiento de esos 
requisitos genera la anulación del debate de todas las fuerzas políticas representadas en el 
Congreso, pues si bien es cierto que se puso a discusión dicho dictamen, también lo es que no se 
realizó en condiciones de igualdad y libertad que permitieran la participación de aquéllas, ya que si 
ningún diputado solicita discutir el asunto en lo general o en lo particular, ello indica que no se 
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garantiza a los integrantes de ese órgano legislativo tener tiempo suficiente para conocer y estudiar 
la iniciativa de ley de que se trate y su dictamen y, por ende, estar en posibilidad de realizar un 
debate al respecto. Máxime si el dictamen se aprueba por una mayoría parlamentaria, lo cual hace 
presumir, fundadamente, la ausencia de discusión por la minoría, debido, seguramente, a la falta 
de tiempo de conocer y estudiar el dictamen. 
 
QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA QUINTA REGIÓN. 
 
Amparo en revisión 86/2014 (cuaderno auxiliar 381/2014) del índice del Primer Tribunal Colegiado 
del Décimo Quinto Circuito, con apoyo del Quinto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar 
de la Quinta Región, con residencia en La Paz, Baja California Sur. Secretario de Gobierno del Estado 
de Sonora y otros. 12 de mayo de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Hugo Ricardo Ramos 
Carreón. Secretario: Daniel Marcelino Niño Jiménez.  
Amparo en revisión 112/2014 (cuaderno auxiliar 495/2014) del índice del Primer Tribunal Colegiado 
del Décimo Quinto Circuito, con apoyo del Quinto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar 
de la Quinta Región, con residencia en La Paz, Baja California Sur. Gobernador del Estado de Sonora 
y otro. 22 de mayo de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Edwigis Olivia Rotunno de Santiago. 
Secretaria: Libia Zulema Torres Tamayo.  
Amparo en revisión 115/2014 (cuaderno auxiliar 496/2014) del índice del Primer Tribunal Colegiado 
del Décimo Quinto Circuito, con apoyo del Quinto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar 
de la Quinta Región, con residencia en La Paz, Baja California Sur. Secretario de Gobierno del Estado 
de Sonora y otros. 29 de mayo de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Hugo Ricardo Ramos 
Carreón. Secretario: Mario Hazael Romero Mejía.  
Amparo en revisión 130/2014 (cuaderno auxiliar 601/2014) del índice del Cuarto Tribunal Colegiado 
del Décimo Quinto Circuito, con apoyo del Quinto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar 
de la Quinta Región, con residencia en La Paz, Baja California Sur. Secretario de Gobierno del Estado 
de Sonora y otros. 26 de junio de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Hugo Ricardo Ramos 
Carreón. Secretario: Edwin Jahaziel Romero Medina.  
Amparo en revisión 59/2014 (cuaderno auxiliar 592/2014) del índice del Cuarto Tribunal Colegiado 
del Décimo Quinto Circuito, con apoyo del Quinto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar 
de la Quinta Región, con residencia en La Paz, Baja California Sur. Gobernador del Estado de Sonora 
y otros. 9 de julio de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Manuel Serratos García. Secretaria: 
Ana Cecilia Morales Ahumada. 
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TRABAJADORES DE CONFIANZA. REFERENTES NORMATIVOS PARA 
IDENTIFICAR QUIÉNES TIENEN ESE CARÁCTER (LEGISLACIÓN DEL ESTADO 
DE QUINTANA ROO). 
 
Los artículos 115, fracción VIII, párrafo segundo, y 116, fracción VI, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos establecen que las relaciones de trabajo entre los Estados, Municipios y 
sus trabajadores se regirán por las leyes que expidan las Legislaturas de los Estados con base en el 
artículo 123 de esa misma Ley Fundamental, el cual en su apartado B, fracción XIV, dispone que será 
la ley la que determinará los cargos que serán considerados de confianza. En este sentido, en la Ley 
de los Trabajadores al Servicio de los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, de los Ayuntamientos 
y Organismos Descentralizados del Estado de Quintana Roo, se reconoció la existencia de los 
trabajadores de confianza (artículo 9, fracción I) y se estableció que éstos serían los enunciados en 
su artículo 10. De este precepto se advierte que en dicha entidad, los referentes para identificar a 
los trabajadores de confianza al servicio del Estado (lato sensu) son: 1. El puesto concreto o cargo, 
por ejemplo, el de oficial mayor en el Poder Legislativo (fracción I, inciso A), los secretarios de Estado 
en el Poder Ejecutivo (fracción II, inciso C), o el secretario del Ayuntamiento y el tesorero (fracción 
IV, inciso B); 2. Las funciones desempeñadas, destacadamente, las de dirección, inspección, 
vigilancia y fiscalización (fracción VI, párrafo primero, primera parte); y, 3. El trabajo desempeñado 
en relación con la adscripción a ciertos niveles o en ciertas áreas, verbi gratia, el secretario particular 
del Ejecutivo del Estado (fracción II, inciso B) o los que realicen trabajos específicos de los titulares 
de los Poderes o los Ayuntamientos (fracción VI, segunda parte del párrafo primero). En realidad, 
las "funciones desempeñadas" sólo son un referente e instrumento de técnica legislativa utilizado 
para asignar o identificar a un trabajador como de confianza, pero no es el único, esto es, el 
Constituyente Permanente no limitó la "forma" por medio de la cual en el Gobierno Federal, y en 
los Estados, los trabajadores serían considerados de confianza; de suerte que mediante reserva de 
ley, fue claro al mandatar que "la ley determinará los cargos que serán considerados de confianza". 
Fue por ello que, tratándose de la legislación burocrática de Quintana Roo, en su artículo 10, fracción 
VI, el legislador local dispuso que, con independencia de los referentes que en las fracciones I a V 
había establecido, "también" se considerarían trabajadores de confianza los que desempeñaran las 
funciones que identificó. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 133/2014. Eduardo Alberto Aguado Meza. 9 de mayo de 2014. Unanimidad de 
votos. Ponente: Edgar Bruno Castrezana Moro, secretario de tribunal autorizado por la Comisión de 
Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado, 
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en términos del artículo 81, fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en 
relación con el diverso 42, fracción V, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal, que reglamenta la organización y funcionamiento del propio Consejo. Secretario: Juan 
Carlos Corona Torres. 
 
Tesis: XXVII.3o.1 CS 
(10a.)  
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DERECHOS HUMANOS. OBLIGACIÓN DE RESPETARLOS EN TÉRMINOS DEL 
ARTÍCULO 1o., PÁRRAFO TERCERO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
 
El párrafo tercero del artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
dispone como obligaciones generales de las autoridades del Estado Mexicano las consistentes en: i) 
Respetar; ii) Proteger; iii) Garantizar; y, iv) Promover los derechos humanos, de conformidad con los 
principios rectores de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. De ahí que 
para determinar si una conducta específica de la autoridad importa violación a derechos 
fundamentales, debe evaluarse si se apega o no a la obligación de respetarlos, y ésta puede 
caracterizarse como el deber de la autoridad que le impide interferir con el ejercicio de los derechos 
o ponerlos en peligro, ya sea por acción u omisión; es decir, la autoridad, en todos sus niveles 
(federal, estatal o municipal) y en cualquiera de sus funciones (ejecutiva, legislativa o judicial), debe 
mantener el goce del derecho y, por ende, su cumplimiento es inmediatamente exigible puesto que, 
aun cuando está primeramente dirigida a los órganos del Estado, también incluye la conducta de los 
particulares, que igualmente se encuentran obligados a no interferir con el ejercicio de los derechos; 
por tanto, esta obligación alcanza la manera en que las autoridades entienden las restricciones a los 
derechos, tanto en su formación (a cargo del Poder Legislativo) como en su aplicación (Poder 
Ejecutivo) e interpretación (Poder Judicial). 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 47/2014. 24 de abril de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Edgar Bruno 
Castrezana Moro, secretario de tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo 
de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado, en términos del artículo 81, 
fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con el diverso 42, 
fracción V, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que reglamenta la 
organización y funcionamiento del propio Consejo. Secretario: Gustavo Valdovinos Pérez. 
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AMPARO ADHESIVO. A TRAVÉS DE ÉSTE EXISTE UNA OPORTUNIDAD REAL 
DE IMPUGNAR CIERTAS CONSIDERACIONES QUE NO TRASCIENDEN AL 
RESULTADO DEL FALLO, PERO QUE DE CONCEDER EL AMPARO AL QUEJOSO 
PUDIERAN MATERIALIZARSE EN UN EFECTO PERJUDICIAL PARA EL 
ADHERENTE, POR LO QUE CON SU PROMOCIÓN SE FAVORECE LA 
CONCENTRACIÓN DE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS EN UN SOLO FALLO. 
 
Conforme al artículo 182 de la Ley de Amparo, el amparo adhesivo no tiene como finalidad que el 
adherente obtenga un mayor beneficio, lo que significa que si alguna parte del acto reclamado le 
ocasiona un agravio personal y directo, entonces deberá impugnarla a través de un juicio de amparo 
directo y no adhiriéndose al que hubiese promovido su contraparte. Ahora bien, el amparo adhesivo 
no sólo tiene como finalidad la subsistencia de la sentencia favorable obtenida, sino que dicha figura 
se desarrolló para propiciar que se resuelva integralmente el asunto para evitar, en lo posible, la 
prolongación de la controversia; intención legislativa que se refleja en el último párrafo del referido 
artículo. En este sentido, si el amparo principal resulta infructuoso, entonces carecerá de objeto el 
análisis del amparo adhesivo, porque la controversia habrá quedado resuelta, en definitiva, a favor 
de los intereses del adherente y subsistirá el acto reclamado. Por otro lado, si se opta por conceder 
el amparo, ello implicará el reenvío del asunto a la autoridad responsable para que cumpla con los 
lineamientos de la ejecutoria, lo que, en algunos casos, generará la posibilidad de que determinadas 
cuestiones procesales, formales o de fondo, cobren relevancia para el resultado del fallo, que antes 
no tenían. Es aquí donde el amparo adhesivo funciona como un instrumento que propicia la pronta 
solución del asunto, porque permite la concentración de los problemas jurídicos en un solo juicio 
constitucional y, además, evita que quien no promovió el amparo principal quede en estado de 
indefensión. Dicho lo anterior, se tiene que esta disposición incluye dos fracciones que establecen 
los únicos supuestos de procedencia del amparo adhesivo, a saber: I) cuando el adherente trate de 
fortalecer las consideraciones vertidas en el fallo definitivo, a fin de no quedar indefenso; y, II) 
cuando existan violaciones al procedimiento que pudieran afectar las defensas del adherente, 
trascendiendo al resultado del fallo. En cuanto a lo primero, el párrafo subsecuente a tales 
fracciones establece que los conceptos de violación en el amparo adhesivo deberán estar 
encaminados a fortalecer las consideraciones de la sentencia definitiva, laudo o resolución que pone 
fin al juicio, que determinaron el resolutivo favorable a los intereses del adherente, o a impugnar 
las que concluyan en un punto decisorio que le perjudica. De lo anterior se advierte que el legislador 
desarrolla el supuesto de procedencia del amparo adhesivo previsto en la fracción I, estableciendo 
qué tipo de cuestiones pueden aducirse: unas tendentes a reforzar consideraciones de la 
responsable y, otras, a impugnarlas y, al hacerlo, distingue entre "resolutivo" y "punto decisorio". 
Por tanto, se considera que el adherente puede impugnar las consideraciones que concluyan en un 
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punto decisorio que le perjudica, pero que no se traducen en un resolutivo adverso y, por 
consiguiente, carece de interés jurídico para impugnarlas en un juicio de amparo directo, sin que la 
omisión de su impugnación en esta vía traiga consigo que precluya el derecho a hacerlo en un 
posterior amparo, ya que el artículo en cita sólo sanciona la omisión de hacer valer las violaciones 
procesales correspondientes en el amparo adhesivo, pues a través de éste existe una oportunidad 
real de impugnar ciertas consideraciones que no trascienden al resultado del fallo, pero que, en 
virtud de la concesión del amparo a la quejosa, pudieran materializarse en un efecto perjudicial para 
el adherente; luego entonces, se favorece la concentración de los problemas jurídicos en un solo 
fallo. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO OCTAVO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 904/2013. Mario Torres Valdéz. 28 de febrero de 2014. Unanimidad de votos. 
Ponente: Gerardo Dávila Gaona. Secretario: Max Gutiérrez León.  
 
Tesis: P. 
XXXVIII/2014 (10a.)  
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CONSULTA POPULAR. LOS CIUDADANOS QUE LA SOLICITEN, CARECEN DE 
LEGITIMACIÓN PARA REQUERIR DIRECTAMENTE A LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN QUE SE PRONUNCIE SOBRE LA 
CONSTITUCIONALIDAD DE LA MATERIA DE AQUÉLLA. 
 
El artículo 35, fracción VIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos prevé el 
derecho de los ciudadanos a votar en las consultas populares sobre temas de trascendencia nacional 
y a solicitar al Congreso de la Unión que emita las convocatorias respectivas, estableciendo las bases 
conforme a las cuales debe reglamentarse el proceso relativo, el cual comprende dos etapas: una 
previa a la convocatoria, donde el Congreso de la Unión, a través de sus Cámaras, es el rector del 
procedimiento, en tanto está facultado para expedirla, y una posterior a cargo del Instituto Nacional 
Electoral, por ser al que corresponde la organización, desarrollo, cómputo y declaración del 
resultado de la consulta. Ahora, el procedimiento relativo a la primera etapa, supone la existencia 
de una petición formulada al Congreso Federal por quien se encuentra legitimado para solicitar una 
consulta popular y requiere la intervención sucesiva de diversos órganos del Estado, de manera 
previa a su emisión; esto es, tratándose de la solicitud hecha por el Presidente de la República o 
bien, por el equivalente al 33% de los integrantes de cualquiera de las Cámaras del Congreso, es 
necesario que la petición la apruebe la mayoría de cada Cámara, y por lo que respecta a la solicitud 
realizada por el equivalente a cuando menos el 2% de los ciudadanos inscritos en lista nominal de 
electores, es menester que el Instituto Nacional Electoral o, en su caso, el Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación, verifique que se cumpla con el porcentaje mínimo de participación 
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ciudadana requerido. Hecho lo anterior, si el Congreso Federal determina que la solicitud se formuló 
por parte legitimada y, en su caso, que la aprobaron ambas Cámaras o que se alcanzó el porcentaje 
requerido, debe remitirla a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para que decida sobre la 
constitucionalidad de la materia de la consulta popular de que se trate. En ese contexto, la 
circunstancia de que un número específico de ciudadanos pueda solicitar legalmente al Congreso 
de la Unión que convoque a una consulta popular sobre temas de trascendencia nacional, no implica 
que también puedan incidir activamente en el procedimiento respectivo y pedir de manera directa 
a este Alto Tribunal que decida sobre la materia de la consulta, por auténtico que ello resulte, ya 
que la facultad conferida al Congreso de la Unión para emitir la convocatoria respectiva conlleva, 
necesariamente, la facultad de requerir a los órganos del Estado que deban intervenir previamente 
a su emisión, las actuaciones, determinaciones o pronunciamientos que la Carta Suprema les asignó 
expresamente, ello desde luego, conforme al procedimiento previsto constitucionalmente al efecto. 
Considerar lo contrario generaría distorsiones y afectaciones severas al orden lógico que debe regir 
todo procedimiento institucional de carácter instrumental, al permitir la sustitución o subrogación 
injustificada de la autoridad a quien la norma fundamental atribuye facultades, implícitas o 
explícitas, para cumplir con los objetivos y fines del derecho. 
 
PLENO 
 
Consulta a trámite prevista en el párrafo segundo de la fracción II del artículo 14 de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de la Federación 1/2014. Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
27 de marzo de 2014. Mayoría de ocho votos de los Ministros Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, con el sentido apartándose de las 
consideraciones, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Luis María Aguilar Morales, Sergio A. Valls 
Hernández, Alberto Pérez Dayán y Juan N. Silva Meza; votaron en contra: Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, José Ramón Cossío Díaz y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretaria: Georgina Laso de la Vega Romero.  
El Tribunal Pleno, el dieciocho de septiembre en curso, aprobó, con el número XXXVIII/2014 (10a.), 
la tesis aislada que antecede. México, Distrito Federal, a dieciocho de septiembre de dos mil catorce. 
 
Tesis: I.9o.T.33 L 
(10a.)  
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TRABAJADORES DE CONFIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO. SI PERTENECEN 
AL SERVICIO PROFESIONAL DE CARRERA Y SON SEPARADOS DE SU CARGO 
SIN SEGUIR EL PROCEDIMIENTO ESTABLECIDO EN LA LEY RELATIVA, 
DEBEN SER REIVINDICADOS EN SUS DERECHOS. 
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Si bien la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que, por regla 
general, los trabajadores de confianza no gozan de estabilidad en el empleo, ya que realizan un 
papel importante en el ejercicio de la función pública del Estado que no puede soslayarse, toda vez 
que sobre este tipo de servidores públicos descansa la mayor y más importante responsabilidad de 
la dependencia o entidad del Estado, criterio que se materializó en las jurisprudencias 2a./J. 21/2014 
(10a.) y 2a./J. 160/2013 (10a.), publicadas en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 4, Tomo I, marzo de 2014, página 877, y Libro 3, Tomo II, febrero de 2014, 
página 1322, de títulos y subtítulos: "TRABAJADORES DE CONFIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO. SU 
FALTA DE ESTABILIDAD EN EL EMPLEO RESULTA COHERENTE CON EL NUEVO MODELO DE 
CONSTITUCIONALIDAD EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS.", y "TRABAJADORES DE CONFIANZA 
AL SERVICIO DEL ESTADO. AL CARECER DEL DERECHO A LA ESTABILIDAD EN EL EMPLEO, SU 
REMOCIÓN ORDENADA POR QUIEN CARECE DE FACULTADES PARA DECRETARLA, NO TIENE COMO 
CONSECUENCIA QUE SE DECLARE PROCEDENTE EL PAGO DE SALARIOS CAÍDOS (LEGISLACIONES DE 
LOS ESTADOS DE BAJA CALIFORNIA Y GUANAJUATO)."; respectivamente, sin embargo, nuestro 
Máximo Tribunal de Justicia ha señalado que dicha regla tiene una excepción, derivada de que la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos sólo establece derechos mínimos en favor de 
los gobernados, los cuales pueden ser ampliados en leyes secundarias, o bien, tratándose de 
trabajadores, en los contratos colectivos, condiciones generales de trabajo o en los contratos 
individuales, razón por la cual, si el legislador ordinario establece en favor de los trabajadores de 
confianza que pertenezcan al servicio profesional de carrera el derecho a la estabilidad en el empleo, 
éste debe respetarse, tal como se advierte de la jurisprudencia 2a./J. 184/2012 (10a.), emitida por 
la misma Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVI, Tomo 2, enero de 2013, página 1504, 
de rubro: "SERVIDORES PÚBLICOS DE CONFIANZA DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS. LA 
LEY RELATIVA LES CONFIRIÓ EL DERECHO A LA ESTABILIDAD EN EL EMPLEO Y, POR ENDE, A 
RECLAMAR LAS PRESTACIONES CORRESPONDIENTES EN CASO DE DESPIDO INJUSTIFICADO 
(LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 26 DE SEPTIEMBRE DE 2012).". Por tal razón, si la Ley del Servicio 
Profesional de Carrera en la Administración Pública Federal establece un procedimiento de 
investigación administrativa para separar de sus funciones a los trabajadores de confianza, regulado 
en sus artículos 59, 60, 63, 79 y 80, así como en los numerales 73, 77, 78, 79, 80, 81, 82 y 84 de su 
reglamento, y que es análogo al establecido en el artículo 46, fracción V, de la Ley Federal de los 
Trabajadores al Servicio del Estado, destacándose que el Comité Técnico de Profesionalización, 
únicamente está facultado para establecer la existencia de una causal de separación, empero debe 
acudir ante el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje para que se autorice el cese, por ello, 
cuando se separa a un servidor público de confianza perteneciente al citado servicio profesional de 
carrera, sin cumplir con el procedimiento de investigación administrativa ante el referido comité y 
éste ante el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, dicho acto debe calificarse como nulo, pues 
la separación se dio por quien no tiene facultades, por lo cual la declaración de nulidad trae como 
consecuencia que se retrotraigan sus efectos, como si nunca hubiera existido el acto calificado de 
nulo; por tanto, el trabajador debe ser reivindicado en sus derechos, lo que significa que ha de ser 
reincorporado y deben pagársele los salarios caídos. 
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NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 889/2014. Alicia Martínez Bringas. 20 de agosto de 2014. Unanimidad de votos. 
Ponente: Emilio González Santander. Secretario José Roberto Córdova Becerril.  
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Tesis Aislada 
(Común)  

 

AMPARO DIRECTO. PROCEDE ESTUDIAR LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN 
PROCESALES, FORMALES O DE FONDO, AUN CUANDO LA RESOLUCIÓN QUE 
CONSTITUYE EL ACTO RECLAMADO CAREZCA DE LA MENCIÓN EXPRESA 
DEL NOMBRE Y APELLIDOS DE ALGUNO DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS 
QUE LA FIRMARON. 
 
Se ha considerado como regla general, que las actuaciones jurisdiccionales para ser válidas 
requieren que, además de contener la firma autógrafa, expresen el cargo, nombre y apellidos de los 
servidores que en ellas intervengan y del secretario que las autoriza y da fe. En las resoluciones que 
constituyen el acto reclamado en el amparo uniinstancial, la falta de ese requisito de validez 
conduce a dos interpretaciones en relación con el análisis de los conceptos de violación: la primera 
estriba en que se concede el amparo sin atenderlos, provocando con ello que se promueva un 
segundo juicio una vez subsanado dicho vicio, en donde por primera vez se analicen las cuestiones 
planteadas; en cambio, la segunda consiste en que, con independencia de que se conceda el amparo 
por dicho vicio, de todas maneras se realice el estudio de los conceptos de violación que se hicieron 
valer, pues bien podría reponerse el procedimiento también para subsanar infracciones procesales 
o incluso dar determinados lineamientos en cuanto al fondo para que la litis ordinaria quede 
definida respecto de algunos aspectos impidiendo una sucesión de actos y juicios de derechos 
fundamentales. Ahora bien, los artículos 79, 174, 182 y 189 de la Ley de Amparo mandatan a los 
órganos de amparo: i) pronunciarse en el primer amparo respecto de todas las violaciones adjetivas 
que se hicieron valer y aquellas que, en su caso, adviertan en suplencia de la queja; ii) procurar 
resolver íntegramente el asunto para evitar, en lo posible, la prolongación de la controversia; iii) 
proceder al estudio de los conceptos de violación atendiendo a su prelación lógica y privilegiando 
en todo caso el estudio de aquellos que, de resultar fundados, redunden en el mayor beneficio para 
el quejoso; iv) en todas las materias, se privilegiará el estudio de los conceptos de violación de fondo 
por encima de los de procedimiento y forma, a menos que invertir el orden redunde en un mayor 
beneficio; y, v) la suplencia de la queja por violaciones procesales o formales sólo podrá operar 
cuando se advierta que en el acto reclamado no existe algún vicio de fondo. Luego, los citados 
preceptos interpretados de conformidad con los numerales 1o., 17 y 107, fracción II, inciso a), de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 8, numeral 1, y 25, numeral 1, de la 
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Convención Americana sobre Derechos Humanos, permiten concluir que aun cuando exista el vicio 
de mérito deben analizarse los conceptos de violación planteados por el quejoso, pues la nueva 
sistemática del juicio exige que se prefiera resolver íntegramente el asunto de fondo, a menos que 
el principio del mayor beneficio lo impida, para cumplir con el derecho a una justicia pronta y 
expedita, maximizando así la efectividad del juicio de amparo para remediar violaciones a derechos 
humanos. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 119/2014. Sahil Abraham Canche Salas. 2 de mayo de 2014. Unanimidad de votos. 
Ponente: Edgar Bruno Castrezana Moro, secretario de tribunal autorizado por la Comisión de 
Carrera del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado, en 
términos del artículo 81, fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en 
relación con el diverso 42, fracción V, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal, que reglamenta la organización y funcionamiento del propio Consejo. Secretario: Juan 
Carlos Corona Torres. 
 
 
 


